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Certiorari procedente 
del Tribunal de 
Primera Instancia, 
Región Judicial de 
San Juan 
 
Civil Número: 
SJ2017CV01564 
 
Sobre: Revisión 
Judicial de Laudo  
de Arbitraje Obrero 
Patronal proveniente 
de la Comisión 
Apelativa del  
Servicio Público  

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Rodríguez Casillas 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN  
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece la Unión General de Trabajadores (UGT; peticionaria) 

mediante auto de certiorari y nos solicita que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI) el 18 

de septiembre de 2017, notificada el 4 de diciembre de 2017. En dicho 

dictamen el TPI ordenó el archivo administrativo del caso de epígrafe.  

Adelantamos que, en el ejercicio de nuestra discreción, 

denegamos la expedición del presente auto de certiorari.  

I  

 El 21 de agosto de 2017 la UGT presentó ante el TPI una solicitud 

de Revisión1 en la que solicitó que se revocara el laudo de arbitraje2 

emitido por la Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP) el 21 de 

julio de 2017 y se devolviera el caso a la CASP para que el mismo fuera 

ventilado en los méritos. La controversia del caso, esencialmente, trata 

sobre una solicitud del señor Luis Viera Torres (Sr. Viera) para que, de 

conformidad con el convenio colectivo, se le pague el aumento en el 

                                                 
1 Véase Anejo I de la petición de certiorari.  
2 Véase Anejo I, págs. 139-145 de la petición de certiorari.  
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reembolso por pago de millaje por el uso de su automóvil personal para 

gestiones relacionadas a su empleo como Técnico Sociopenal I.  

 Tras varios trámites procesales, el 18 de septiembre de 2017, 

notificada el 4 de diciembre de 2017, el TPI emitió Sentencia3 mediante la 

que ordenó el archivo del caso. Específicamente, el TPI dispuso lo 

siguiente:  

Considerando que la parte demandada se ha acogido a la 
protección que le brinda la Ley PROMESA antes descrita, el 
Tribunal reconoce la paralización estatutaria y ordena el 
archivo de este caso, para fines administrativos y sin que 
constituya una adjudicación de las controversias del mismo. 
El Tribunal habrá de retener jurisdicción para reabrir el caso, 
de proceder, durante un término no mayor de un año, a 
partir de la determinación final de la Corte de Distrito de los 
Estado Unidos en el proceso procedentemente descrito. 
Vencido dicho término quedará el caso archivado, sin 
perjuicio, y no será reabierto.   
 
El 18 de abril de 2018 la UGT presentó Moción para que se deje 

sin efecto Sentencia de paralización bajo la Ley PROMESA y se provea 

para la continuación de los procedimientos.4 En esta última, la peticionaria 

informó que el 6 de marzo de 2018 el gobierno de Puerto Rico suscribió 

una estipulación, entre otros, con la UGT para que los casos de arbitraje 

de quejas y agravios al amparo de los convenios colectivos vigentes 

continuaran ventilándose en los foros pertinentes hasta que finalizaran. 

Informó, además, que la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia 

Federal Fiscal de Puerto Rico (AAFAF) aprobó la orden administrativa 

OA-2018-2 con el propósito de recoger la estipulación. Asimismo, sostuvo 

que dicha orden administrativa “establece que los casos como el de autos 

no estarán sujetos a la paralización automática de Promesa”. Por ello, 

solicitó que se dejara sin efecto la Sentencia emitida por el TPI el 18 de 

septiembre de 2017 y, en consecuencia, que se continuara con los 

procedimientos.  

El 25 de abril de 2018, notificada el 27 de abril de 2018, el TPI 

emitió Orden5 en la que dispuso lo siguiente: “ENTERADO. PROVEA 

COPIA DE LA ORDEN DEL TRIBUNAL FEDERAL LEVANTANDO LA 

                                                 
3 Véase Anejo II de la petición de certiorari.  
4 Véase Anejo III de la petición de certiorari.  
5 Véase Anejo IV de la petición de certiorari.  
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PARALIZACIÓN AUTOMÁTICA PARA ESTE CASO EN PARTICULAR, 

COMO SE HA HECHO EN OTROS CASOS”.  El 2 de junio de 2018 la 

UGT presentó Moción en respuesta a orden6 en la que informó que no 

existía una orden levantando la paralización por parte del Tribunal Federal 

debido a que no hubo una orden de dicho foro en la que se paralizara el 

caso. En el mencionado escrito la peticionaria reiteró sus argumentos en 

cuanto a la estipulación y la orden administrativa emita por la AAFAF y 

solicitó al foro primario que proveyera para la continuación de los 

procedimientos.  

El 18 de junio de 2018 el Departamento de Hacienda 

(Departamento) presentó Moción en cumplimiento de orden (Oposición se 

deje sin efecto Sentencia [de] paralización)7 en la que argumentó que la 

Sentencia que ordenó el archivo del caso no debía dejarse sin efecto. En 

síntesis, el Departamento argumentó que el gobierno de Puerto Rico 

sometió la estipulación a la que llegó con un grupo de uniones al Tribunal 

de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico y que 

este la aprobó. Además, que el 7 de marzo de 2018 se emitió Orden en la 

que, en lo pertinente, se dispuso que continuarían paralizados aquellos 

casos cuyo remedio impediría la implementación del Plan Fiscal o sería 

inconsistente con algún estatuto que fuera esencial para que el Plan 

Fiscal tuviera éxito, incluyendo entre otras, la Ley 66-2014.8 Así pues, el 

Departamento arguyó que conceder la solicitud del Sr. Viera 

contravendría la Ley 66-2014, y que por tal razón debía permanecer 

paralizado. Asimismo, en la alternativa, argumentó que el caso de 

epígrafe constituía una excepción automática según reconocida en el 

tercer párrafo de la orden administrativa OA-2018-2.  

El 3 de julio de 2018, notificada el 9 de julio de 2018, el TPI emitió 

Resolución9 en la que declaró “No Ha Lugar” la solicitud de levantar la 

paralización en esta etapa de los procedimientos. Inconforme, la 

                                                 
6 Véase Anejo V de la petición de certiorari.  
7 Véase Anejo VI de la petición de certiorari.  
8 Mejor conocida como la Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del 
Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  
9 Véase Anejo VII de la petición de certiorari.  
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peticionaria presentó el presente recurso de certiorari en el que señala la 

comisión del siguiente error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al ordenar la 
paralización del caso de autos a pesar de que el Tribunal 
Federal autorizó la estipulación de las partes para continuar 
los procedimientos y la Orden Administrativa de la AAFAF a 
esos mismos fines.  

 
Transcurrido el término reglamentario sin que la parte recurrida 

haya comparecido, resolvemos.  

II 

El auto de certiorari en casos civiles 

En nuestro ordenamiento jurídico, el auto de certiorari “es el 

vehículo procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal 

inferior”. Pueblo v. Colón, 149 DPR 630, 637 (1999). El mismo se utiliza 

“para revisar tanto errores de derecho procesal como sustantivo”. Id. En lo 

pertinente, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, dispone lo siguiente:  

[…] 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 
Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al 
denegar la expedición de un recurso de certiorari en 
estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión. 
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. (Énfasis nuestro.) 
 
Así pues, la norma es que el asunto que se nos plantee en el auto 

de certiorari deberá tener cabida bajo alguna de las materias reconocidas 
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en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Ello, debido a que el 

mandato de la mencionada regla dispone taxativamente que “solamente 

será expedido” el auto de certiorari para la revisión de remedios 

provisionales, interdictos, denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo, admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia y en casos que revistan interés público o 

en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación constituiría un 

fracaso irremediable de la justicia”.   

Siendo ello así, para determinar si debemos expedir un auto de 

certiorari debemos realizar un análisis que consiste en dos pasos. 

Primero, debemos determinar si el asunto que se trae a nuestra 

consideración versa sobre alguna de las materias especificadas en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Este examen es mayormente 

objetivo. Por esto, se ha señalado que “los litigantes deben abstenerse de 

presentar recursos de certiorari para revisar órdenes y resoluciones de 

asuntos que no estén cobijados bajo las disposiciones de la Regla 52.1”. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., LexisNexis, San Juan, 

2010, pág. 476. Como tribunal revisor debemos negarnos a expedir el 

auto de certiorari automáticamente cuando el mismo gire en torno a 

alguna materia extraña a las disposiciones de la citada Regla 52.1, supra.  

Superada esta primera etapa, procede llevar a cabo un segundo 

análisis relativamente subjetivo. Se trata de nuestro examen tradicional 

caracterizado por la discreción encomendada a este tribunal para 

autorizar la expedición del auto de certiorari y adjudicar sus méritos. Aun 

cuando se trata de un asunto discrecional, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones establece siete criterios que debemos tomar 

en consideración para determinar si expedimos o no un auto de certiorari. 

La mencionada regla dispone que para determinar si expedimos un auto 

de certiorari debemos tomar en consideración los siguientes criterios:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho 
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(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia 
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración 
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B R.40.  
 
De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, a los fines de determinar si es la 

más apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido 

o una dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). Recordemos que la discreción judicial “no se da 

en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”,10 sino que como 

Tribunal revisor debemos ceñirnos a los criterios antes citados. Si luego 

de evaluar los referidos criterios, este tribunal decide no expedir el 

recurso, podemos fundamentar nuestra determinación, pero no tenemos 

la obligación de así hacerlo.11 

III 

En el presente caso la peticionaria sostiene, en síntesis, que el foro 

primario incidió al ordenar la paralización del caso de epígrafe.  

Como explicáramos, para determinar si debemos expedir el auto 

de certiorari solicitado, nos corresponde en primer lugar determinar si el 

asunto que se nos plantea versa sobre alguna de las materias contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. La contestación es en la 

negativa. No obstante, nuestro análisis no culmina aquí. Nos 

                                                 
10 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
11 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  
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corresponde, en segundo lugar, analizar el asunto a la luz los criterios 

contenidos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra. Así pues, realizado dicho análisis, somos de la opinión de que con 

su determinación el foro primario no incurrió en error, prejuicio o 

parcialidad que amerite nuestra intervención. A la luz de los fundamentos 

expresados por el TPI en su sentencia y en particular, los fundamentos 

expuestos por el Secretario de Hacienda en su Moción en Cumplimiento 

de Orden (Oposición se deje sin efecto Sentencia [de] paralización)12, no 

percibimos que el TPI haya incurrido en error manifiesto o actuado de 

manera arbitraría que justifique intervenir con la decisión emitida. Por ello, 

ejercemos nuestra discreción y, al amparo de la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra, denegamos la expedición del auto de 

certiorari.  

IV 

Por los fundamentos que anteceden, y en el ejercicio de nuestra 

discreción, denegamos la expedición del auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
12 Véase Anejo VI de la petición de certiorari, págs. 175-183.  


